Carátula 


SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 11 y 28 minutos) 


La Comisión de Vivienda y Ordenamiento Territorial tiene mucho gusto en recibir al señor 
Ministro de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, al señor Director Nacional de 
Ordenamiento Territorial y a varios integrantes del equipo que han acompañado el debate de este 
proyecto de ley en Comisión. 


Como ustedes saben, el proyecto ha recibido apoyos, así como también fuertes críticas. Los 
integrantes de la Comisión aspiramos a que en la sesión de hoy se puedan aclarar algunos de los 
artículos que han sido postergados, para los cuales existe una redacción alternativa presentada por la 
bancada oficialista. Sin duda, ésta será una jornada de trabajo muy importante para despejar algunas 
dudas que están planteadas con respecto al tema. 


SEÑOR MINISTRO.- Agradezco las palabras de la señora Presidenta. Nos pareció de estilo 
acompañar a los colaboradores y compañeros del Ministerio, porque si bien sabemos que este 
proyecto de ley está en el Senado desde hace más de un año, nos hacemos cargo de su complejidad, 
de la extensión de su articulado, así como también de lo relativamente novedosas de algunas de sus 
propuestas. Al respecto, debo decir que prácticamente todas están constituyendo buena parte de la 
legislación tanto en América Latina como en Europa. Se trata de acciones que se consideran de las 
más avanzadas, en la búsqueda de lograr equilibrios entre los intereses privados y los intereses 
públicos, tratando de hacer prevalecer, incluso dentro de nuestra normativa legal y constitucional, 
aquellos intereses colectivos y generales, frente a los privados. 


Es de destacar la importancia de todo esto en materia de dar nuevos instrumentos, 
posibilidades y alternativas para que los propios gobiernos locales y departamentales puedan actuar de 
una manera más dinámica y efectiva, a fin de gestionar sus propios territorios y darle alternativas de 
mayor esperanza a sus propias poblaciones. 


Recordemos que este proyecto de ley facilita las coordinaciones entre el ámbito nacional y los 
ámbitos departamentales, conjugando actuaciones conjuntas con uno o más departamentos, para que 
éstos puedan actuar entre sí, para que regiones o microrregiones puedan generar coordinaciones 
apropiadas y beneficiosas, y para que puedan propiciarse las coordinaciones entre el ámbito público y 
el privado -incluso con mayor facilidad que la que existe a nivel normativo en nuestro país- para todo 
aquello que se considere de beneficio colectivo. 


Estas eran algunas de las consideraciones que quería manifestar ante todos ustedes, más allá 
de expresar, no solamente nuestra opinión en tanto Ministro e integrantes del equipo del Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, sino también la voluntad unánime del Poder 
Ejecutivo, y particularmente del señor Presidente, de que esta Ley de Ordenamiento y Desarrollo 
Territorial Sostenible integre las propuestas estratégicas que nuestro Gobierno entiende importantes en 
cuanto a la transformación democrática del Estado. 


Sabemos que el tratamiento de este proyecto de ley, por su complejidad y extensión, ha 
demandado mucho trabajo y que, además, se ha debido considerar la necesidad de sustentar 
opiniones que a veces pueden ser confluyentes y otras divergentes; reconocemos y agradecemos el 
esfuerzo que esta Comisión ha llevado a cabo. Ojalá la discusión de esta iniciativa pueda culminar 
rápidamente en este ámbito, a efectos de que pueda debatirse en el Plenario cuanto antes y, si así lo 
considera la mayoría de nuestros Legisladores, votarse afirmativamente, para pasar luego a su 
consideración en la Cámara de Representantes. 


Aclaro que luego de estas consideraciones dejaré el recinto, pero quedan presentes nuestros 
colaboradores -que han estado con ustedes en la consideración conjunta- para hacer las aclaraciones 
y complementaciones que entiendan pertinentes en lo que tiene que ver con este proyecto de ley. 


Muchas gracias. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Para nosotros es un gusto recibirlo y le agradecemos que haya concurrido. 
(Se retira de Sala el señor Ministro de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente) 


En esta Comisión hemos planteado -y el señor Ministro lo ha ratificado desde el propio Poder 
Ejecutivo- el interés de la bancada oficialista de que este año podamos sancionar esta norma -ya nos 
hemos extendido del plazo que nos habíamos propuesto- que sin duda tiene todas las complejidades 
mencionadas; por eso creo que la instancia del día de hoy será importante para despejar las 
inquietudes. 


Como metodología de trabajo propongo ir considerando cada uno de los artículos que habían 
quedado aplazados, para ir planteando las dudas que nos generaban y, si se pudiera, ya ponerlos a 
votación. 


Por ejemplo, el inciso tercero del artículo 2 ofrecía algunas dudas. 
En consideración el artículo 2. 


SEÑOR MOREIRA.- En la sesión del día 24 de octubre compareció el doctor Juan Andrés Ramírez, 
quien se refirió a lo que establece la ley en cuanto a que el ordenamiento territorial es cometido 
esencial del Estado y sus disposiciones son de orden público. En la versión taquigráfica de esa sesión 
se puede comprobar lo que señaló el doctor Ramírez a propósito de que el caracterizar de orden 
público a las normas es reserva de la ley y no de los decretos del Poder Ejecutivo ni de las Juntas 
Departamentales. 


En los artículos 2 y 9 se establece que los instrumentos son normas de orden público y el 
doctor Ramírez opina que “erróneamente la ley dice que todos los instrumentos tienen el mismo efecto. 
A mi juicio un decreto de la Junta Departamental no puede ser de orden público. ¿Por qué? Porque 
según el artículo 11 del Código Civil, el orden público implica que no pueden derogarse por convenios 
particulares las leyes en las cuales está interesado el orden público y las buenas costumbres. Esto es: 
si existe una norma en la cual está interesado el orden público, no puede derogarse por un convenio 
particular. La prohibición de que se derogue por convenios particulares es una limitación a la libertad de 
comercio, porque el principio general es el de la autonomía de la voluntad; las partes pueden contratar 
todo lo que no esté prohibido. Pero -se pregunta el doctor Ramírez- “¿quiénes son los que pueden 
prohibir o limitar la autonomía de la voluntad de las partes? La ley, el Legislador nacional y no el 
departamental. Es materia de reserva legal. ¿Por qué? Porque limita un derecho fundamental”. 


Por lo tanto, aquí hay un tema de juridicidad de la norma. Considero que los señalamientos 
que ha hecho el doctor Ramírez son absolutamente correctos: lo que podría ser de orden público es lo 
que establecen las leyes nacionales y no los otros instrumentos a los que hace alusión en forma 
reiterada el texto de este proyecto de ley. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quiero aclarar que el artículo 9% fue eliminado. En consecuencia, los 
conceptos a los que hizo referencia el doctor Ramírez y que citó el señor Senador Moreira son válidos 
para el artículo 2* -que estamos considerando- pero no para el 9”, que -reitero- ha sido eliminado. 


SEÑOR MOREIRA.- No es por defender al doctor Ramírez, pero él dijo que su análisis se refería al 
texto del proyecto de ley del Poder Ejecutivo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- No se preocupe, señor Senador, así fue entendido; simplemente hice esa 
acotación, porque el artículo 9” había sido eliminado. 


SEÑOR VILLARMARZO.- Para complementar el método de trabajo quiero señalar que, dado que 
somos un grupo bastante numeroso, dentro de lo posible no voy a realizar argumentaciones jurídicas, 
porque para eso tenemos juristas formando parte de la delegación. Es más: cuando tratemos los 
aspectos técnicos más instrumentales nos basaremos, sobre todo, en la experiencia de los 
funcionarios del Ministerio que llevan años haciendo planes y cooperando con las Intendencias en su 
confección. 


En cuanto al artículo que estamos considerando -así como a todo el proyecto de ley- a mi 
juicio está muy clara la fuente en la cual se sustenta, porque el que ha seguido el proceso de 
elaboración de borradores y proyectos de ley desde el año 1990 -cuando se crea el Ministerio- pero 
especialmente desde el año 1993, cuando este proyecto se presentó públicamente -aunque no en el 
Parlamento- sabe muy bien que en estos largos años se han elaborado innumerables iniciativas y, en 
el proyecto de ley que tenemos a consideración se reconocen dichas fuentes. En este articulado en 
particular, es muy fuerte la presencia del proyecto de ley que el 9 de mayo de 2000, siendo Presidente 
el doctor Jorge Batlle, el Poder Ejecutivo envió al Parlamento. En ese momento, el ingeniero Carlos Cat 
era el titular de la Cartera de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Reitero que esa 
iniciativa es la fuente directa de este artículo. Tengo en mi poder ese proyecto de ley y se podría decir 
que es una transcripción textual. En concreto en su artículo 1% “Naturaleza y alcances”, se establece 
que el ordenamiento territorial es un cometido esencial del Estado. Insisto en que este concepto fue 
tomado de ese proyecto del año 2000, cuando el doctor Leis ejerció, en primer lugar como asesor y 
luego como Director Nacional. Hay que destacar que fue el principal elaborador de los proyectos 
redactados entre 1990 y 2000, aunque después se incorporaron otros. 


Insisto en que importa destacar cuál es la fuente que sustancia la iniciativa y si la analizamos 
vamos a encontrar que es una de las más importantes. Asimismo se destaca la contribución que hizo la 
DINOT sobre el final del período, aunque no como un proyecto formal enviado por el Poder Ejecutivo 
sino como un aporte para el debate parlamentario. Por último, debemos mencionar a la Facultad de 
Arquitectura. En este caso es clarísima la vinculación. 


En consecuencia, se tomó el proyecto actual del Poder Ejecutivo no sólo porque figuraba en 
iniciativas anteriores, sino porque existe la convicción de que ya desde el artículo 1% de la Constitución 
de la República el territorio es considerado sustancial para el Estado y para la asociación política de los 
habitantes. Por esta razón, el manejo del territorio es uno de los cometidos esenciales del Estado. No 
se puede concebir un Estado que no tenga una estrategia y una actuación sobre el territorio, tal como 
sucede con la Policía o la Justicia: son consustanciales para el Estado. 


Me gustaría cederle el uso de la palabra al doctor Pastorini para que se refiera al fundamento 
jurídico, pero desde el punto de vista político esta es la visión que nos llevó a tomar ese concepto del 
proyecto de ley antes mencionado. 


SEÑOR PASTORINI.- Quiero señalar que el Código Civil es una ley, y como acá estamos legislando, 
creo que es posible modificar o cambiar algunos conceptos cuando nos referimos al marco normativo 
de la ley del ordenamiento territorial, que es de referencia para disposiciones y normativas que vendrán 
en el futuro. 


Con respecto a los instrumentos departamentales, me voy a permitir referirme a la sentencia 
N* 82 de 17 de julio de 1991, publicada en la Revista de Derecho Público del año 1992, donde sienta 
posición al respecto. Se establece allí que la regulación de la propia materia municipal así lo impone 
por medio de decretos departamentales o leyes de ese rango. Es posible limitar los derechos 
esenciales del hombre en tanto y cuanto se esté en ese ámbito. En tal sentido, y con ese alcance, no 
es correcto afirmar que sólo la ley nacional puede limitar esos derechos; también lo puede hacer la ley 
departamental o decretos que tengan fuerza de ley en su jurisdicción y que regulen la materia 
municipal. 


Por lo tanto, creemos que en este caso no habría una contradicción con la norma 
constitucional, si bien entendemos los fundados argumentos que expuso el doctor Ramírez en el seno 
de esta Comisión. 


SEÑOR MOREIRA.- Simplemente, deseo señalar que me afilio a la teoría del doctor Ramírez. 
Entiendo lo que dice el arquitecto Villarmarzo en el sentido de que puede haber antecedentes del 
proyecto de ley, pero lo cierto es que estos no son vinculantes. Tampoco me resulta un elemento 
definitorio que otras Administraciones hayan sustentado la misma posición. Incluso, respeto la opinión 
de gente que perteneció a mi Partido, pero en ese momento yo no era Senador sino Intendente 
Municipal de Colonia, por lo que no debatí sobre la naturaleza jurídica de estos temas. 


En cuanto a la limitación a que hacía referencia mi colega, me afilio a la teoría del doctor 
Ramírez, porque alude a una contradicción con el texto constitucional -al margen de citar el Código 
Civil y a que no se pueden restringir los derechos constitucionales por la vía de decretos 
departamentales. Hay una sentencia, pero al margen de eso creo que la posición mayoritaria es la que 
aludía el doctor Ramírez. 


Con respecto a que este tema sea un cometido esencial del Estado, quiero indicar que si bien 
sé que ha habido una evolución en esa materia, en lo que hace al ordenamiento hay que decir que 
tradicionalmente no ha sido considerado con tal carácter. Está bien que la evolución de los tiempos 
puede hacer pensar que el ordenamiento territorial es un elemento importante y sin duda surge de ahí 
hacerlo un cometido esencial del Estado, como lo es la defensa nacional, la seguridad interior o la 
Justicia, pero hay matices y resulta opinable. 


Finalmente, advierto que no vamos a acompañar esos dos incisos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Creo que, en este caso, el conjunto del proyecto de ley no trata solamente 
el ordenamiento del territorio, sino también su vinculación con el desarrollo. Me parece que la 
tendencia marca que estos dos aspectos vinculados, efectivamente están ayudando a solucionar -si es 
que lo podemos consagrar como una ley- una situación que se plantea en este país. Es verdad que 
resulta innovador, aunque no por primera vez, pues varios departamentos ya han avanzado en ese 
sentido, y creo que una ley nacional ayudaría a encontrar las mejores experiencias en cada uno de 
ellos a los efectos de ir en ese rumbo favorable para el desarrollo del país. 


SEÑOR MOREIRA.- Aclaro que no está en mi ánimo polemizar, porque como ya lo he manifestado 
creo en la necesidad de legislar en esta materia. Me parece apropiado vincular el ordenamiento con el 
desarrollo, pero no que se lo considere un cometido esencial y una noción de orden público. 
Precisamente, es lo que yo estaba controvirtiendo, es decir, que no hay necesidad de legislar en esta 
materia y desvincular el ordenamiento con el desarrollo. No quiero hacer de esto una polémica 
permanente, pero quería dejarlo sentado. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si la voluntad del Partido Nacional es no acompañar este inciso, propongo 
que pasemos a votarlo y dejemos expresada la opinión de la Comisión al respecto. 


SEÑOR MOREIRA.- Yo diría que fueran los dos incisos, porque el anterior hacía referencia a que los 
instrumentos de ordenamiento territorial son de orden público. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Entonces, reconsideraríamos el segundo inciso, de acuerdo con la solicitud 
del señor Senador. 


SEÑOR MOREIRA.- Cabe recordar que había sido votado afirmativamente. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Por eso reitero que habría que reconsiderar el segundo inciso y votar el 
tercero. Más allá de cumplir con la formalidad de la votación, me parece que se podría leer cómo 
quedaría redactado el artículo en su totalidad, para tener más claro este trabajo. 


Léase. 


(Se lee:) 


“Artículo 2%. Declaración de interés general, naturaleza y alcance.- Declárase de interés 
general el ordenamiento del territorio y de las zonas sobre las que la República ejerce su soberanía y 
jurisdicción. 


Los instrumentos de ordenamiento territorial son de orden público y obligatorios en los 
términos establecidos en la presente ley. Sus determinaciones serán vinculantes para los planes, 
proyectos y actuaciones de las instituciones públicas, entes y servicios del Estado y de los particulares. 


El ordenamiento territorial es cometido esencial del Estado y sus disposiciones son de orden 
público”. 


Entonces, ¿existe acuerdo por parte de los señores Senadores en el sentido de realizar una 
única votación? 


(Apoyados) 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 2”. 
(Se vota:) 

2 en 3. Afirmativa. 

En consideración el artículo 3%, que también fue aplazado. 


A partir de aquí aparece en el proyecto de ley el tema de los instrumentos. Creo que uno de 
los aspectos que ha sido reiteradamente cuestionado por parte de quienes han realizado mayores 
críticas a esta iniciativa, tiene que ver con el hecho de que no ven una estricta correspondencia entre 
los instrumentos y el ordenamiento jurídico que hoy rige. De alguna manera, creo que aquí es donde se 
ha puesto uno de los mayores énfasis. 


SEÑOR VILLARMARZO.- Con respecto al artículo 3% quiero decir que su aplazamiento se debió a la 
posible inclusión de la expresión “y la sociedad”, a continuación de “es el conjunto de acciones 
transversales del Estado”. Esto es lo que surge de la lectura de las actas. Digo esto, porque como el 
registro en actas no es constante en el tiempo, sino que se interrumpe, de pronto se presentaron otros 
contenidos -en algunos casos son muy claros- y no fueron advertidos. De todos modos, de la lectura de 
las actas no surge el motivo por el cual esta norma fue aplazada. 


(Dialogados) 


Ahora bien, con respecto a este tema queremos precisar que una cosa es el ordenamiento 
territorial y otra es la función pública del ordenamiento territorial. La función pública del ordenamiento 
territorial -tal como consta en el proyecto de ley del Poder Ejecutivo- es el conjunto de acciones del 
Estado. Si bien el ordenamiento territorial comprende las acciones de la sociedad, la función pública es 
del Estado y no del Estado y la sociedad. Esa es la concepción casi filosófica de esta distinción y no 
nos parece que sea un tema sustancial y más o menos preciso desde el punto de vista académico. El 
artículo podría decir “el conjunto de acciones transversales del Estado y la sociedad”, pero creemos 
que detrás de ello existe toda una discusión sobre si el Estado está fuera de la sociedad. 


Entonces, insisto, en torno a esto se abre toda una discusión de filosofía política sobre si 
colocar o no en un pie de igualdad al Estado y a la sociedad en esta materia de acciones transversales 
para el ordenamiento territorial. Más allá de que nosotros nos inclinamos en sostener que como acción 
pública es del Estado, vuelvo a decir que el tema no nos parece que sea sustancial. 


SEÑOR MOREIRA.- Confieso que no sé qué se quiere decir al hablar de “conjunto de acciones 
transversales del Estado”. 


En cuanto a la expresión “función pública”, personalmente la encuentro más vinculada, por 
ejemplo, a la función legislativa o judicial. ¿Por qué se dice “función pública”? Podemos decir que 
forma parte de las atribuciones o de las competencias del Estado, en tanto no son los particulares los 
que ordenan el territorio ya que la sociedad no puede dictar normas en ese sentido. Reitero que, a mi 
juicio, el concepto de función pública no tiene que ver con eso. Sin duda, se trata de una potestad 
privativa del Estado, en sentido amplio, porque es el que ordena el territorio a través de normas 
jurídicas. Sinceramente, no me parece muy ajustado a Derecho hablar de “función pública” en este 
caso. En lo personal, considero que las funciones públicas tienen otras definiciones. 


En definitiva, hemos observado que el proyecto de ley utiliza términos que no provienen del 
mundo jurídico, y si bien persigue buenos objetivos, a veces no tiene la precisión jurídica que debería 
con lo cual, a nuestro entender, se vuelve confuso. ¿Qué quiere decir “acciones transversales del 
Estado”? 


SEÑORA PRESIDENTA.- Con relación al tema de la transversalidad del Estado, reconozco que puede 
tenerse un concepto diferente pero, en todo caso, se trata de una tendencia en el sentido de que las 
políticas públicas atraviesen los diferentes ámbitos, favoreciendo la integración y la visión conjunta de 
temas complejos, que tienen una expresión concreta en el territorio. En este caso, una de las 
finalidades es la integración social en el territorio. Obviamente, también hay un uso y aprovechamiento 
ambientalmente sustentable y democrático de los recursos naturales y culturales. Todo ello está 
significando una visión política, en el sentido amplio, de cómo se concibe el desarrollo en el territorio y 
cómo se logran los equilibrios que deben sostenerse para que, en efecto, ese ordenamiento no sea 
estrictamente físico sino que tenga un carácter dinámico a los efectos de posibilitar el desarrollo. Un 
territorio que segmenta la población, no puede desarrollarse desde el punto de vista humano y de su 
capital social. Sabemos muy bien que tenemos dos líneas contrapuestas en ese sentido y que muchos 
países encaran la fragmentación en el territorio como una forma de ordenarlo. Uruguay, por su parte, 
siempre ha tendido a la integración social y confronta ideológicamente -en el buen sentido, ya que no 
hablamos de posicionamientos partidarios- porque a nivel mundial hay teoría y evaluaciones de las 
consecuencias que con el tiempo se viven como producto de no tener en cuenta este tipo de 
situaciones. 


Ahora bien; si en algunos de los artículos la solución es la mejor o no, es otra historia. Me 
parece que no puede caber duda sobre el criterio de la transversalidad, más allá de que pueda 
discutirse y sustentar otra opinión. 


SEÑOR MOREIRA.- ¿Por qué no se dice “horizontales” en lugar de “transversales”? No veo la 
diferencia en esa materia. 


Repito que, a mi juicio, todos los términos son ambiguos. Naturalmente, nadie va a estar en 
desacuerdo con el propósito de mejorar la calidad de vida y la integración social, o con el 
aprovechamiento ambientalmente sustentable y democrático de los recursos naturales. En definitiva, 
se trata de algo meramente declarativo con lo que, insisto, nadie podrá discrepar. 


Lo que sí sostengo es que son ambiguos los términos en que están redactados la mayoría de 
los artículos. Reitero: no discrepo con el contenido sino con la forma. ¿Qué se quiere decir con 
“acciones transversales”? ¿Por qué no se habla de “acciones horizontales”? ¿Cuál es la diferencia? 
Realmente, no entiendo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Señor Senador: no tengo inconveniente en cambiar la expresión “acciones 
transversales” por “acciones que atraviesen” u “acciones horizontales”; no obstante, el término 
“transversales” me parece mucho más natural y no es declarativo. Aplicar acciones transversales 
implica un Estado que supera la fragmentación y coordina planificadamente; por lo tanto, reitero, no me 
resulta para nada declarativo. 


SEÑOR PASTORINI.- La fuente de este artículo es el proyecto de 2004 que, refiriéndose a esta 
materia, define al ordenamiento territorial como el conjunto de acciones transversales del Estado que, 
reconociendo la concurrencia de competencias e intereses, genera instrumentos de promoción, 


regulación de uso, ocupación y transformación del territorio. Creo que el concepto de transversalidad 
es nuevo y clave en el área ambiental y de territorio. Si no se procura que el Estado articule y defina 
políticas de Estado en relación al territorio y al ambiente en forma conjunta, es difícil que se concreten 
acciones. Por eso, en el proyecto también se habla del Comité de Ordenamiento integrado por las más 
altas autoridades de los Ministerios a los efectos de que en el país se discutan las grandes acciones 
que van a llevar adelante los distintos organismos que tienen competencia y actúan en el territorio, 
contando precisamente, con un espacio de definición y debate. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quiero dar cuenta que a partir del día de la fecha se integra a esta Comisión 
el señor Senador Breccia, a quien damos la bienvenida. El señor Senador Ríos solicitó licencia por 
enfermedad y hemos rotado -en acuerdo con el señor Senador Oliver- la responsabilidad en otra 
Comisión. Por lo tanto, agradecemos la participación del señor Senador Oliver y le aclaramos que, de 
todas formas, las Comisiones son abiertas, por lo que siempre que tenga tiempo será bienvenido a los 
efectos de trabajar en este tema. 


SEÑOR VILLARMARZO.- Deseo subrayar lo que ha manifestado el señor Pastorini. 


Si bien en todo el proyecto figura terminología nueva, esta no es imprecisa, aunque también 
es cierto que en nuestro país no hay tradición de legislación en estos temas. Por la ley de creación del 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, del año 1990, sólo se otorgan estos 
cometidos al Ministerio; por esta causa, entre otras, no se ha podido avanzar en planificación nacional 
y en generación de instrumentos de ordenamiento territorial a nivel nacional. Después, el decreto que 
distribuye los cometidos entre las distintas Direcciones Nacionales del Ministerio, concentra esta 
competencia en la Dirección Nacional de Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, pero estamos 
convencidos -y es la experiencia internacional en la materia- de que sólo una Dirección Nacional o un 
Ministerio, no pueden implementar ordenamiento territorial a nivel nacional. Por lo tanto, sin la 
transversalidad o las acciones conjuntas de las distintas entidades con competencias en el territorio -en 
especial de los Ministerios y los gobiernos departamentales, que forman parte del Estado- es imposible 
hacer ordenamiento territorial y esto es lo que procura recoger el artículo. Se trata de una normativa 
conceptual que plantea el concepto y la finalidad de la ley de ordenamiento territorial. 


SEÑOR MOREIRA.- No discuto el hecho de que en estos temas hay concurrencia de competencias. 
Es más: existen competencias nacionales que son reserva de la ley; los Ministerios, sin ninguna duda, 
también la tienen y los gobiernos departamentales, ni hablar. De manera que hablar de competencias, 
de competencias compartidas y de la necesidad de llevar adelante acciones, me parece adecuado; 
ahora bien, la transversalidad me resulta un concepto muy arquitectónico. En virtud de esto, no 
comparto algunas de las disposiciones de este proyecto, ya que entiendo que contiene definiciones o 
frases que me generan discrepancias desde el punto de vista jurídico. 


En cuanto al fondo del asunto, concuerdo en que hay competencias compartidas, ya que por 
haber ejercido una intendencia durante diez años tuve la oportunidad de regular e intervenir en estos 
temas; incluso, el arquitecto Ligrone estuvo acompañando gran parte de nuestra gestión. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quisiera saber si con relación al tema de la función pública queda alguna 
duda. 


SEÑOR MOREIRA.- Me gustaría escuchar la opinión del señor Senador Breccia sobre ese aspecto de 
que el ordenamiento territorial es una función pública. 


SEÑOR BRECCIA.- Con mucho gusto voy a opinar sobre ese punto, pero con la prevención y la 
salvedad -que es casi un pedido de excusas anticipado- de que recién estoy tomando conocimiento de 
este proyecto de ley y, por lo tanto, lo único que he podido hacer con respecto a esta iniciativa es una 
lectura muy somera del artículo 3% que, según veo, es el que se está considerando. 


Los comentarios previos que tengo que realizar sobre este proyecto de ley es que, 
efectivamente, en esta materia de conceptos y finalidades se pretende, justamente, lo que se establece 


en el artículo, es decir, definir el conjunto de acciones que se determinan como transversales del 
Estado y que tienen la finalidad aquí destacada. 


En cuanto a que el ordenamiento territorial sea una función pública, desde mi punto de vista, 
indudablemente es así. Si nos ponemos a pensar, resulta evidente que el territorio del Estado es 
originalmente fiscal, es todo del Estado y después, a partir del desmembramiento de dicho territorio, 
aquél realiza adjudicaciones a algunos titulares en forma privada. Esto significa que  -por lo menos 
desde mi punto de vista- esencialmente, el ordenamiento territorial es una función pública. 


Con relación al inciso segundo del artículo 3", quisiera consultar a la señora Presidenta, 
porque en la parte que contiene las observaciones y los artículos del sustitutivo aprobados al 31 de 
octubre de 2007 veo que figura como suprimido. En realidad, me parece que ese inciso es esencial en 
tanto establece el ordenamiento territorial como función pública. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Lo aprobamos, señor Senador. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 3*. 
(Se vota:) 
3 en 4. Afirmativa. 
Por su parte, el artículo 4% está aprobado con modificaciones al igual que el artículo 5*. 
SEÑOR MOREIRA.- ¿Qué fue lo que se modificó en el artículo 4%? 


SEÑORA PRESIDENTA.- El literal c) del artículo 4% del texto original decía: “La identificación y 
definición de áreas especiales de protección, por su interés ecológico, patrimonial, paisajístico, cultural 
y de conservación del medio ambiente y los recursos naturales”. Concretamente, se acordó sustituir la 
expresión “áreas especiales de protección” por “áreas bajo régimen de administración especial de 
protección”; esa fue la modificación realizada. 


A su vez, con relación al literal d), hubo una larga discusión sobre el tema de los 
asentamientos humanos, acordándose finalmente la siguiente redacción: “La identificación de zonas de 
riesgo por la existencia de fenómenos naturales o de instalaciones peligrosas para asentamientos 
humanos”, pues el texto original podía dar lugar a confusión. 


De cualquier manera, dado que deberemos llevar un comparativo al Plenario y por ello tendrá 
que armarse uno de carácter definitivo, la Mesa sugeriría a Secretaría colocar los textos modificados 
en letra negrita y con un tamaño un poco más grande, a los efectos de una rápida identificación. 


Si no hay más sugerencias, hemos completado el Título 1. 


Con respecto al Título |l, originariamente denominado “Derechos y Deberes Territoriales de 
los Ciudadanos”, el señor Senador Moreira planteó que en lugar de “ciudadanos” se dijera “de las 
personas”, modificación a la que accedimos. 


El artículo 6, cuyo “nomen juris” es “Derechos territoriales de las personas”, fue aprobado con 
modificaciones por numerales -ahora literales- y concretamente se eliminó el numeral 5. 


SEÑOR BRECCIA.- En el literal a) correspondiente al artículo 6% del comparativo que tengo, se dice: 
“Derecho a un ordenamiento territorial adecuado al interés general”, y más adelante figura el siguiente 
texto: “en el marco de los derechos de leyes y garantías establecidos en la Constitución de la 


República”. Tengo para mí que esto debe ser un error de redacción, pues debería decirse: “en el marco 
de los derechos y garantías establecidos en la Constitución de la República”. 


SEÑORA PRESIDENTA.- El literal a) del artículo 6 expresa lo siguiente: “Derecho a un ordenamiento 
territorial adecuado al interés general. Toda persona tiene derecho a que los poderes públicos 
establezcan un ordenamiento territorial adecuado al interés general, en el marco de los derechos de 
leyes y garantías establecidos en la Constitución de la República”. 


El señor Senador está en lo cierto en cuanto al error de la última frase, pero la Mesa quisiera 
confirmar si el resto del texto coincide con el leído. 


SEÑOR BRECCIA.- En realidad, tengo un comparativo distinto al de la señora Presidenta y los demás 
señores Senadores, pero de todas maneras mantengo la observación que he realizado, que es 
correcta. Debe hablarse de “derechos y garantías establecidos en la Constitución de la República”, y 
no de “derechos de leyes y garantías establecidos en la Constitución de la República”. Ahora bien, 
claro está, voy a procurar obtener el comparativo correcto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Así pues, se elimina la expresión “de leyes”. La Mesa señala una vez más 
que el artículo ya fue aprobado con modificaciones, habiéndose eliminado el numeral 5. 


SEÑOR MOREIRA.- El numeral 3. del artículo 6, que refiere al derecho a la acción pública en defensa 
del ordenamiento territorial, me generó dudas, porque expresa: “Toda persona tiene el derecho de 
exigir a los gobiernos la iniciación de acciones tendientes a corregir las infracciones territoriales”. 
Pregunto a los redactores de la norma cómo se piensa ejecutar esto, y si refiere al derecho de petición 
O a algo más imperativo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- El señor Senador Moreira ha leído el numeral 3. del artículo 6 y quiero dejar 
constancia de que ha sido modificado. 


SEÑOR MOREIRA.- De acuerdo; ocurre que en aquel momento -ahora lo recuerdo- lo había 
cuestionado y por eso modificamos la redacción. En realidad, estaba leyendo la iniciativa más vieja. 


SEÑOR VILLARMARZO.- La intención del Ministerio no es replantear cosas que ya fueron dirimidas 
en Comisión, pero como el artículo al que se refirió el señor Senador Moreira ya fue votado y se 
estaban planteando dudas, simplemente quiero referirme al literal d), en el que se agregó la palabra 
“gratuito”. Se dice: “Toda persona tendrá derecho al acceso gratuito a la información sobre el territorio 
que dispongan las instituciones públicas”. Hoy día, en ciertas circunstancias y para determinados 
organismos, la información sobre el territorio es onerosa. Por esa razón, entonces, ésta es una 
disposición de mucho impacto. En lo personal estoy de acuerdo con lo que se votó en la Comisión, 
pero institucionalmente debo marcar esa preocupación. 


SEÑORA TIERNEY.- Me gustaría saber por qué se dejó el título en algunos numerales, se sacó en 
otros y posteriormente, por ejemplo en el literal e), se los vuelve a colocar. Quiero aclarar que en la 
versión anterior todo tenía título y, a continuación, el literal o numeral comenzaba con la expresión: 
“Toda persona”. En realidad, no encuentro inconveniente en que se saque el título, pero creo que se 
debería proceder de un mismo modo: o se sacan todos los títulos o se los deja. 


SEÑOR MOREIRA.- Propongo sacar todos los títulos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Lo del literal e) fue un error, porque el criterio de la Comisión era el de 
eliminarlos. 


SEÑOR BRECCIA..- En el literal a) también hay título. 


(Dialogados) 


SEÑORA PRESIDENTA.- Volviendo al tema que estábamos tratando, como decía el arquitecto 
Villarmarzo, en el literal d) se plantea el tema de la accesibilidad gratuita. 


SEÑOR MOREIRA.- ¿Hay un costo determinado cuando se piden planos o información geográfica? 
SEÑOR BRECCIA.- Por ejemplo, el de Catastro. 
SEÑOR VILLARMARZO.- Es como el caso de los registros; a veces tienen una tasa. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En fin, creo que la advertencia es válida, que tendríamos que dejar “acceso 
a la información” porque, por efecto dominó, no podemos modificar una serie de disposiciones a través 
de esta ley. Entre otras cosas, tendríamos que hacer las consultas correspondientes al Ministerio de 
Economía y Finanzas en el sentido de que valide el artículo, más allá de que creo que es de recibo. 
Sugiero, por lo tanto, que se establezca: “acceso a la información”. 


Entonces, estamos reconsiderando el artículo 6%, que lo pasaríamos a votar de la siguiente 
manera: eliminamos los títulos que aparecieron por error de transcripción y, además, sacamos de los 
literales d) y a) los términos “gratuito” y “leyes”, respectivamente. 


SEÑOR BRECCIA.- Ya que estamos en modificaciones semánticas, quiero decir lo siguiente. El literal 
d) establece: “Toda persona tendrá derecho al acceso a la información sobre el territorio que dispongan 
las instituciones públicas”. Me da la impresión de que la redacción que se le dio puede inducir a 
suponer que el derecho que tienen las personas será el que dispongan las instituciones públicas. Me 
parece que lo mejor para que quede claro que se está aludiendo a la información sobre el territorio es 
decir, por ejemplo, “sobre el territorio que se encuentra a disposición de las instituciones públicas” o 
“que posean las instituciones públicas”. 


SEÑORA PRESIDENTA.- ¿Qué diferencia hay entre “dispongan” y “posean”? 


SEÑOR BRECCIA.- El problema es que el verbo disponer, en la conjugación utilizada en este literal d) 
-esto es, “dispongan”- puede parecer como haciendo referencia a que el derecho que tienen las 
personas al acceso a la información será el que dispongan las instituciones públicas. Podríamos decir 
“de que dispongan”, aunque no soy partidario del dequeísmo; entonces, prefiero decir “que se 
encuentra a disposición de” o “que posean”. 


SEÑORA TIERNEY.- De pronto, podríamos utilizar la palabra “disponible”. 


SEÑOR VILLARMARZO.- Creo que no conviene decir “disponible”, habida cuenta de que la institución 
pública puede decir que no está disponible. 


SEÑOR BRECCIA.- Quizá lo más adecuado sea la expresión “que posean”. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar con la propuesta de sustituir 
“dispongan” por “posean”. 


(Se vota:) 
4 en 4. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Corresponde pasar ahora al Título 111. 


El artículo 8%, “Tipos de Instrumentos”, fue aplazado. 


SEÑOR MOREIRA.- Yo tengo el texto original, el que proviene del Poder Ejecutivo, y pregunto si ha 
sufrido alguna modificación. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Está aplazado por consulta con el Ministerio, que no sé si hoy nos trajo una 
redacción alternativa. 


SEÑOR VILLARMARZO.- Siempre con referencia a lo leído en la versión taquigráfica, hubo una serie 
de sugerencias de construcción colectiva de todos los señores Senadores presentes, tendientes - 
básicamente- a la simplificación de la redacción. Fue por ello que se eliminaron reiteraciones que 
había en el texto original, así como una serie de incisos recogidos en artículos posteriores como, por 
ejemplo, la forma de elaboración de los instrumentos. 


De la lectura de la versión taquigráfica observamos que lo sustancial es que en ningún lugar 
se establece a texto expreso -sí pasaba en proyectos anteriores- una jerarquía entre los distintos tipos 
de instrumentos o normas de ordenamiento territorial. Esto no quiere decir que no exista una jerarquía 
entre ellos, porque si es una ley que aprueba el Parlamento, es obvio que tiene mayor jerarquía que un 
decreto que aprueba una Junta Departamental. No se estableció en forma voluntaria en el proyecto del 
Poder Ejecutivo, simplemente por una razón: la tradición jurídica internacional, así como algunos de los 
proyectos de ley que manejó el Senado en la Administración anterior, establecen que para ser un 
instrumento de categoría menor tiene que estar aprobado el instrumento de mayor categoría, como en 
general sucede en Europa y algunos países de Latinoamérica. Por tanto, no puede haber un plan local 
para una microrregión en un departamento, si no hay un plan departamental. Esto lo recogieron 
algunos proyectos nacionales, pero nosotros no estamos de acuerdo y no nos parece que sea posible - 
no están instaladas en el país las capacidades técnicas ni humanas como para ello- por ejemplo, hacer 
el plan de Río Branco y su microrregión después de elaborar el plan general de Cerro Largo; o, incluso, 
que no se pueda hacer el plan de Cerro Largo hasta que no haya un plan nacional. Simplemente por 
eso no se menciona el tema, pero va de suyo que las normas jurídicas tienen jerarquías entre sí. Tal 
vez se pueda decir con más precisión que los nombres son particulares de las normas jurídicas. Por 
ejemplo, hablamos de los Códigos, que son una ley, o de las Ordenanzas, que son decretos 
departamentales, pero nadie utiliza el nombre propio, incluso en el lenguaje jurídico. En este caso, 
serán directrices nacionales -será una ley- que lleva ese nombre propio. A modo de ejemplo podemos 
decir que hablamos de “TTOCAF, que es una recopilación de leyes. Por tanto, creemos que no hay 
mayor dificultad a ese respecto. 


Para que quede claro, los departamentos han aprobado planes -se utiliza esa denominación- 
que son decretos de Juntas Departamentales. El Plan de Ordenamiento y Desarrollo Territorial de la 
Costa Atlántica del departamento de Rocha, elaborado entre 1995 ó 1996 y 2000, discutido durante 
más de dos años en la Junta Departamental y aprobado por unanimidad en el año 2003, fue votado 
como Plan; lleva ese nombre, pero es un decreto. A su vez, el Plan de Ordenamiento Territorial de 
Montevideo, finalmente, es un decreto. Por tanto, serían los nombres propios que se utilizan para leyes 
y decretos. 


SEÑOR MOREIRA.- En este Capítulo encontramos el tema de los instrumentos y puede decirse que 
todo está ligado. Se cuestionó la denominación “instrumentos”, las distintas categorías de los mismos y 
el tema de la jerarquía de las normas, a que hacía referencia el arquitecto Villarmarzo. Luego 
observamos los comentarios que hiciera el doctor Ramírez respecto de la forma de aprobación de 
alguno de estos instrumentos, como por ejemplo las directrices nacionales -que, en definitiva, son 
leyes- o las directrices departamentales, en cuanto a la forma de aprobación y de revisión, pues hay 
una modificación de las disposiciones constitucionales en esta materia. 


Creo que hay algunos artículos aprobados y otros aplazados -si no me equivoco, en esa 
oportunidad no estuve presente en la sesión- pero me parece que algunas de las observaciones que 
hizo el doctor Ramírez el otro día son pertinentes, por lo que dichas normas podrían modificarse, en 
cuyo caso deberíamos ver si las podemos aprobar. Pienso que tendríamos que buscar una solución de 
consenso en cuanto a la forma de elaboración de los decretos departamentales, ya que está en 
contradicción con la norma constitucional, y también en materia de decretos departamentales, que es 
privativa del Intendente y que no se da en nuestro ordenamiento jurídico por definición. Deberíamos 
analizar, entonces, si algunas de esas normas se pueden modificar. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Aclaro que el artículo 8” está aplazado, el 9” está eliminado, el 10 está 
aprobado y el 11 está aplazado. 


SEÑORA BRECCIA.- Quiero proponer algunas modificaciones. 


En primer lugar, en el literal c) del artículo 8% donde dice: “Instrumentos de ámbito 
departamental: Directrices Departamentales de Ordenamiento y Desarrollo Territorial”, creo que debe 
agregarse: “Sostenible”, porque así se denominan todas las demás directrices. 


En segundo término, luego del literal e) de ese mismo artículo, que refiere a los instrumentos 
especiales de ordenamiento y desarrollo territorial sostenible, se reiteran los siguientes párrafos: “La 
elaboración y aprobación de los instrumentos del ámbito nacional corresponde al Gobierno Nacional”, 
“La elaboración y aprobación de los instrumentos del ámbito regional se realizará en forma concertada 
entre el Gobierno Nacional y los Gobiernos Departamentales comprendidos”, “La elaboración y 
aprobación de los demás instrumentos es de competencia exclusiva de los Gobiernos 
Departamentales”; y esto mismo sucede en los artículos 11, 12, 14, 16 “in fine”, 17 y 18, por lo que 
sugiero que se eliminen de esos artículos. 


A su vez, el párrafo siguiente de ese mismo literal, que expresa: “En la elaboración de los 
diferentes instrumentos se observarán los principios de información, participación, cooperación y 
coordinación entre las entidades públicas, sin perjuicio del respeto de la competencia atribuida a cada 
una de ellas”, es reiterativo de lo aprobado en el artículo 5%, por lo que también sugiero que se elimine. 


SEÑOR VILLARMARZO.- La propuesta de redacción es que en los distintos literales se elimine toda 
esa repetición de nombres y apellidos de los planes. En ese sentido, si no recuerdo mal, el Senador 
Lapaz Correa había propuesto que se dijera, por ejemplo en el literal a): “En el ámbito nacional: 
Directrices Nacionales y Programas Nacionales”, sin repetir toda la terminología; y en el literal b): “En el 
ámbito regional: Estrategias Regionales”, etcétera. O sea, se trataría de simplificar al máximo la 
redacción. Además, ya se había propuesto la eliminación de los tres párrafos siguientes. La novedad 
sería la propuesta del Senador Breccia de eliminar el siguiente párrafo que, en realidad, subraya algo 
que ya está dicho. 


Quería hacer notar que los temas de elaboración que ahora se eliminarían de este artículo 
están postergados en general, o sea que los vamos a tener que ver más adelante, cuando se traten 
otros artículos. Entonces, no sé si vale la pena conversar sobre esto ahora o quizás sería mejor hacerlo 
en su momento. Lo mismo sucede con la revisión de los planes. 


SEÑOR MOREIRA.- Las objeciones me parecen absolutamente atendibles. Creo que sería bueno 
considerar la posibilidad de hacer esa modificación para ver si podemos aprobar estos artículos; de 
otra forma, no los acompañaríamos. Eso depende de la posición del Poder Ejecutivo. 


En materia de directrices nacionales, se establece mediante el artículo 11 la iniciativa privativa 
del Poder Ejecutivo; en lo que respecta a los programas nacionales, se modifica el sistema de 
aprobación de los decretos; y en cuanto a los decretos departamentales, también se modifica el 
régimen que prevé la Constitución. Entonces, me parece que la objeción es muy firme y que podría dar 
lugar a introducir esa modificación. 


SEÑOR VILLARMARZO.- Una opción puede ser discutir en cada uno de los artículos sobre la forma 
de elaboración, o hacerlo en general, porque es un tema que se repite. Entonces, me parece que sería 
más conveniente considerar este aspecto en forma general. 


El tema es el siguiente. Al final de este artículo, cuando se habla de los instrumentos, no se 
excluye la posibilidad de que otras normas jurídicas se puedan elaborar de una manera distinta. A 
través de un plan, por ejemplo, se categorizan los suelos en: suelo rural, suelo rural de protección 
especial, suelo urbano, suelo urbano consolidado, suelo urbano periurbano, etcétera. O sea que se 
establecen categorías, pero ello no obsta que, por iniciativa de cualquier edil departamental u otra 


iniciativa al margen de los planes del ejecutivo departamental, del Intendente, se pueda modificar el 
límite entre el suelo urbano y el suelo rural, fuera de un plan. 


Acá lo que se plantea es, simplemente, la forma en que se hace un plan, pero no se están 
limitando la posibilidad de legislar sobre la materia, ni se dice que la única forma de hacerlo sea 
mediante planes. De repente, eso no surge de una primera lectura, pero lo que se está planteando aquí 
son reglas de juego para hacer planes -instrumentos de ordenamiento territorial, básicamente- que es 
un tipo particular de legislación, de norma jurídica. Una buena práctica es elaborarlas mediante un 
proceso en base a estudios técnicos, pero hoy día los órganos legislativos no tienen las capacidades 
instaladas ni la tienen los ejecutivos, en muchos casos, como para hacerlo. Entonces, estamos 
tratando de elaborar directrices nacionales de ordenamiento; y no es fácil, porque no están las 
capacidades instaladas ni la documentación y ni siquiera hay diagnósticos territoriales. Se podría 
aclarar que no se limita, pero la intención es trasmitir explícitamente a los ejecutivos nacional y 
departamental que tienen que hacerlo. Esa es la voluntad, o sea, que el Legislador no sólo dé la 
competencia, sino también la responsabilidad a los ejecutivos de elaborar esas normas con este 
método. 


SEÑOR MOREIRA.- A nivel legal creo que ni siquiera estaríamos limitando al Legislador, porque esta 
norma se puede derogar dictando una nueva. 


A lo que me refiero es a que la forma de aprobación está contrariando lo que establece la 
Constitución de la República. Ese es el tema esencial: no el contenido ni el alcance, sino el 
procedimiento para su sanción, que da iniciativa privativa al Poder Ejecutivo. Esos casos están 
dispuestos en la Constitución de la República, pero éste no está previsto. Lo mismo sucede en cuanto 
a la revisión de las normas y en materia de decretos de las Juntas Departamentales. Esa fue la 
observación que hiciera el doctor Ramírez acá, que a mí me parece muy fundada. 


En definitiva, no estoy diciendo que se esté limitando la posibilidad de que existan otros 
instrumentos -obviamente puede haberlos, ya que una ley posterior derogaría ésta- pero éste tiene 
fuerza de ley y refiere a la forma de aprobación que aquí se establece para esta clase de normas. 


SEÑOR VILLARMARZO.- Simplemente, quiero señalar que las normas contenidas en este proyecto 
de ley son potentes y afectan o delimitan el ejercicio de un derecho como el de propiedad. Entonces, 
creemos su elaboración de esta forma, es decir con conocimiento, no sólo da garantías a la sociedad 
sino también a los particulares, porque los propietarios tienen mecanismos para hacer valer sus 
opiniones. Además, la revisión se hará con las mismas garantías para la sociedad como para los 
particulares, y no como sucede hoy en la mayoría de los departamentos, por ejemplo aumentando la 
altura de veinticuatro metros a treinta y dos pisos por un simple decreto, a iniciativa de un Edil, 
presentada en Sala. Evidentemente, éste podrá seguir presentando ese proyecto de decreto, que será 
votado y tendrá valor, pero el Plan se elaborará y revisará de determinada manera. 


SEÑOR BRECCIA.- Con toda franqueza, debo decir que no leí las objeciones de constitucionalidad a 
que refiere el señor Senador Moreira que, aparentemente, fueron efectuadas por el doctor Ramírez en 
el seno de esta Comisión. 


Dicho sea de paso, en el artículo 11 sugiero una modificación en el sentido de que luego de 
la expresión: “Las Directrices Nacionales serán elaboradas”, se agregue: “en forma de proyecto de ley”, 
y luego seguiría diciendo: “por el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente”. 
Tengo para mí que lo que aquí se establece no es una competencia privativa del Poder Ejecutivo para 
todo tipo de leyes que puedan tener que ver con el ordenamiento territorial, sino una competencia del 
Poder Ejecutivo a través del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente para 
elaborar directrices nacionales de ordenamiento y desarrollo territorial sostenible. 


Con toda sinceridad, advierto que no estoy en condiciones de responder en el caso de que 
se hubiera establecido una objeción de constitucionalidad a esta norma. En principio, me da la 
impresión de que no es una objeción procedente, pero repito que acá se está dando una facultad 


exclusiva al Poder Ejecutivo -por intermedio del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente- para la elaboración de estas directrices nacionales. 


Gracias. 


SEÑOR MOREIRA.- El doctor Ramírez decía que la Constitución establece los casos en los que debe 
mediar iniciativa privativa del Poder Ejecutivo. Este parece ser un caso en el que, atento a la forma y a 
cómo se deben proyectar, elaborar y sancionar, no se puede aprobar una directriz nacional si no se 
hace de esta forma. Eso es asignar iniciativa privativa al Poder Ejecutivo, porque implica dar una forma 
de aprobación que no es la que prevé la Constitución, según surge de la lectura de los artículos. Lo 
propio ocurre con los programas nacionales de ordenamiento y desarrollo territorial, porque la forma 
que se establece para la elaboración de los decretos no es la que prevé la Constitución. Por supuesto 
que una ley posterior puede modificar una directriz nacional sin pasar por ese procedimiento, porque el 
Parlamento tiene esa competencia. Esa es la dificultad que vemos en este caso. 


SEÑOR PASTORINI.- Complementando lo que decía el señor Senador Breccia, aclaro que no es la 
intención del proyecto de ley limitar las potestades de los Legisladores ni violentar el artículo 133 de la 
Constitución, que marca sus iniciativas, sino establecer un procedimiento a seguir por las normas en la 
materia que se está regulando. Entendemos que la creación de un sistema importante como este, debe 
tener determinadas características y garantías para el conjunto de la sociedad. 


Ese es el fundamento por el que, dentro del Poder Ejecutivo, se da la competencia al 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente para la elaboración de un proyecto 
de ley sobre las directrices nacionales, al igual que se establece un mecanismo para los gobiernos 
departamentales. 


SEÑOR LIGRONE.- Quiero decir que en la Ley de creación del Ministerio -que, obviamente, no coarta 
otras iniciativas- específicamente se establece que él tiene como responsabilidad la elaboración de las 
políticas nacionales en materia de ordenamiento territorial. De alguna manera, lo que aquí se pretende 
es retomar aquel espíritu consagrado en esa Ley y que especificamente está regulado en tres o cuatro 
ítems vinculados con la elaboración de las políticas nacionales de ordenamiento territorial, de vivienda, 
de medio ambiente y con la instrumentación y monitoreo de las mismas. Nos parece que la idea aquí 
es la de mandatar al Ministerio a que lo haga, evitando que lo hagan los Legisladores. 


SEÑOR MOREIRA.- Aunque el propósito sea bueno, se lo expone a un riesgo que a mi juicio es 
innecesario. 


De cualquier manera, como nosotros no vamos a acompañar la actual redacción de esta 
norma, no tenemos inconveniente en que se vote ahora o se le introduzcan algunas modificaciones. 


SEÑOR BRECCIA.- Quiero decir que resulta obvio que ninguno de los aquí presentes -incluidos los 
señores Legisladores del oficialismo y de la oposición- pretende dictar una norma que colida con la 
Carta Magna. 


A los efectos de tratar de encontrar una solución práctica a este tema, estoy pensando - 
obviamente, esto es algo que debe quedar para una posterior consulta, lo que llevaría a un nuevo 
aplazamiento de la norma- en una especie de mecanismo de consulta obligatoria para la elaboración 
de esas estrategias. No me refiero a establecer una iniciativa necesaria en forma de proyecto de ley, 
pero sí al hecho de que exista una consulta obligatoria. Este es un razonamiento en voz alta que dejo 
planteado a efectos de ver si podemos solucionar este tema. 


SEÑOR VILLARMARZO.- Aquí no estamos hablando del artículo 8*, porque todo esto fue eliminado. El 
primero de los artículos que aparece con este tema es el artículo 11, que fue postergado. A fin de 
encontrar la forma de entendernos, el artículo 11 podría decir: “El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente deberá elaborar las directrices nacionales”. De esta manera se estaría 
disponiendo que el Ministerio elabore y no que otro lo pueda hacer. Concretamente, lo que se quiere 


decir es que el Poder Ejecutivo es el que debe elaborar las directrices, pero no que un señor Legislador 
no pueda presentar un proyecto de ley en esa materia. 


SEÑOR MOREIRA.- No hay ninguna duda de que un señor Legislador puede presentar un proyecto de 
ley. Aquí el problema es si esta disposición es constitucional o no. Tal vez podríamos aplazar esta 
norma como una forma de encontrar una mejor redacción para la misma. 


SEÑORA TIERNEY.- ¿Y si en lugar de hablar de facultades concedidas constitucional o 
legislativamente se estableciera que “El Ministerio elaborará las directrices”? 


SEÑOR MOREIRA.- ¿Por qué ustedes no elaboran un texto alternativo y luego lo analizamos? 
Propongo esto, porque los programas nacionales presentan la misma dificultad. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Nos estamos refiriendo al Título 111. 


SEÑOR BRECCIA.- Los artículos 8* y 10 no presentarían problemas. Si no me equivoco, la duda tiene 
que ver con el proceso de elaboración de las normas. 


SEÑOR MOREIRA.- En realidad, está todo ligado. Por lo tanto, lo mejor será aplazar todo y esperar a 
que nos envíen la nueva redacción. 


SEÑOR PASTORINI.- Sin duda, de acuerdo con el texto, el artículo 24 es muy tajante en cuanto a que 
la iniciativa corresponde a la Intendencia. 


SEÑOR MOREIRA.- Habría que revisar todos los artículos. 

SEÑOR PASTORINI.- Si no me equivoco, hablamos de los artículos 11, 14 y 24. 
SEÑORA PRESIDENTA.- El artículo 15 también fue aplazado. 

SEÑOR PASTORINI.- Sí, pero por otra razón. 


SEÑORA PRESIDENTA..- En definitiva, quedaríamos a la espera de una redacción alternativa, que nos 
la podrían enviar por correo electrónico. De más está decir que ni bien la recibamos la pondremos en 
conocimiento de los demás miembros de la Comisión. Incluso, estoy pensando en la posibilidad de 
realizar una sesión extraordinaria para terminar de votar los artículos. 


SEÑOR MOREIRA.- No tengo inconvenientes. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En caso de que fuera necesario, convocaríamos a nuestros visitantes para 
esa nueva oportunidad. 


En resumen, el artículo 8% queda postergado, el 9” fue eliminado y el 10 ya fue aprobado. 


SEÑOR MOREIRA.- De cualquier manera, me parece que todo está ligado. No lo digo con la intención 
de entorpecer sino de procurar llegar a un consenso. Si consideran que hay que votarlo así, lo haría, 
pero me parece que lo más adecuado es consensuar. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Señor Senador: abrimos esta instancia, y si de todas formas persisten las 
diferencias, pasamos a votar. 


En consideración el artículo 15, Capítulo 1Il, que fue aplazado por merecer objeciones. 


SEÑOR VILLARMARZO.- Respecto del artículo 15 debo decir que de la lectura de la versión 
taquigráfica nos surgen dos tipos de dudas. 


La primera refiere a la competencia del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca para la 
clasificación de suelos. En todos los proyectos de ley, desde el año 1993 a la fecha, se utilizó la 
terminología “clasificación” de suelos, que es de recibo internacionalmente. Es más; desde el punto de 
vista del ordenamiento territorial, en todo el mundo se habla de clasificación de suelos. No obstante, en 
el trabajo conjunto entre las diferentes Carteras y el Poder Ejecutivo, se nos planteó -por parte del 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca- la dificultad en la utilización de la terminología 
“clasificación de suelos”. En consecuencia, teníamos dos alternativas: una, cambiar la palabra “suelos” 
y hablar de “tierras” -lo que iba a sonar muy raro en el concierto internacional, porque en todos los 
países de habla castellana aparece, justamente, la palabra “suelos”- y, la otra, quitar el término 
“clasificación” ya que no íbamos a modificar la ley que alude a la protección de suelos y aguas. 
Finalmente se optó por no hablar más de “clasificar” sino de “categorizar”. En consecuencia, el 
proyecto de ley del Poder Ejecutivo resultaba reiterativo -esto lo ha venido simplificando la Comisión- al 
hablar en varias oportunidades de “suelo categoría urbana consolidada”. Se utilizó la palabra 
“categoría” para no incurrir en error. En definitiva, no hay confusión posible, y aquí se habla de 
categorizar. Después, en los simposios técnicos, los académicos tendrán que explicar por qué no 
utilizamos el término “clasificación” -como en todo el mundo- sino la palabra “categorización”. 


El segundo tema a considerar es el de la competencia de categorizar suelos y el de la 
competencia constitucional de delimitar las áreas urbanas, suburbanas y rurales. Esta última sigue 
existiendo, ya que independientemente de que los departamentos hagan planes, también van a poder 
delimitar el suelo, que podrá ser urbano, suburbano o rural. Aquí lo que se plantea es que en el marco 
de planes se categorice el suelo, lo que implica más que establecer límites. Categorizar un suelo como 
urbano supone todas las consecuencias que se establecen en esta ley y no solamente la de carácter 
impositivo de la Constitución, es decir, la competencia de recursos, de delimitar la zona. La delimitación 
de zona como urbana, rural o suburbana se podrá seguir haciendo a través de un simple decreto de la 
Junta Departamental correspondiente. La importancia en esto está dada por el establecimiento de 
categorías; una cosa es el límite y otra distinta es la categorización del suelo. Queremos destacar este 
aspecto, porque la técnica del ordenamiento territorial, es decir lo que a nivel internacional se llama 
clasificación y nosotros denominamos categorización, tiene muchas consecuencias. Precisamente, al 
tratar los artículos postergados vamos a tener que hablar sobre ese punto, ya que es muy importante 
definir qué significa categorizar un suelo como urbano, suburbano o rural, y a cualquiera de estas tres 
categorías incorporarle el atributo de potencialmente transformable, lo que representa una de las 
claves para las dinámicas en el territorio o para no congelar el territorio. 


En definitiva, el objetivo de este artículo -que fue postergado- es establecer reglas de juego 
para la transformación de una categoría de suelo en otra. 


SEÑOR MOREIRA.- Creo que cuando hablemos de este tema podremos volver a abordar lo relativo a 
esa categoría potencialmente transformable, que supone una especie de aduana por la que tienen que 
pasar todas las recategorizaciones de suelo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 15. 
(Se vota:) 
4 en 4. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Los artículos 16, 17, 18, 19 y 20 fueron aprobados con modificaciones. Por su parte, el 
artículo 21 fue aprobado sin modificaciones, el 22 y el 23 fueron aprobados con modificaciones y el 24 
fue aplazado. 


SEÑOR MOREIRA.- Si no estoy equivocado, el artículo 17, que está vinculado con el 24, fue 
aprobado. 


SEÑOR VILLARMARZO.- Así es, señor Senador. La votación fue de 3 en 3. 


SEÑOR MOREIRA.- A mi entender ese artículo 17 está vinculado con el 24. En todo caso habría que 
dejarlo en suspenso, en la medida en que se pueda modificar el 24. 


(Dialogados) 


SEÑOR PASTORINI.- Esto puede presentar una duda con respecto a los instrumentos y a la forma de 
elaboración, mientras que, a nuestro entender, el artículo 17 dice lo que son, qué es lo que lo 
constituye, cuál es el objeto, etcétera. 


SEÑOR VILLARMARZO.- Sucede que esto se simplificó mucho al retirarse toda la descripción 
meticulosa que se hacía. 


SEÑOR MOREIRA.- El tema está en este artículo 24. En todo caso plantearemos el tema en el 
Plenario. 


(Dialogados) 
SEÑORA PRESIDENTA.- En definitiva, los artículos 25, 26, 27 y 28 han sido aprobados. 
Correspondería considerar el artículo 29, del Capítulo V, que fuera aplazado 


SEÑOR MOREIRA.- Perdón, señora Presidenta, ¿me podría recordar cómo resultó la votación del 
artículo 25? 


SEÑORA PRESIDENTA.- Esa disposición fue aprobada por 4 en 4, sin modificaciones, señor Senador. 


SEÑOR MOREIRA.- De cualquier manera, si la señora Presidenta me lo permite, quisiera hacer 
algunas consideraciones sobre el artículo 25, que expresa lo siguiente: “Puesta de Manifiesto. 
Suspensión cautelar. En el proceso de elaboración de los instrumentos de los ámbitos regional, 
departamental e interdepartamental se redactará el avance que contenga los principales estudios 
realizados y los criterios y propuestas generales que orientarán la formulación del documento final. 


El órgano competente dispondrá, en todos los casos indicados en el inciso precedente, la 
Puesta de Manifiesto del avance por un período no menor a los treinta días a efectos de la consulta y 
recepción de las observaciones, la que será ampliamente difundida. 


A partir del inicio de la elaboración de los avances de los instrumentos, los Gobiernos 
Departamentales podrán establecer fundadamente como medida cautelar, la suspensión de las 
autorizaciones de usos, fraccionamientos, urbanización, construcción o demolición, en ámbitos 
territoriales estratégicos o de oportunidad. La suspensión cautelar se extinguirá, en todos los casos, 
con la aprobación definitiva del instrumento respectivo.” 


Es claro que aquí se habla de una facultad. Ahora bien, de acuerdo con nuestra experiencia, 
en algunos casos sucede que las suspensiones cautelares se prolongan en el tiempo, a veces por 
períodos excesivamente extensos. Por esa razón se nos ocurre que, aun tratándose de algo 
facultativo, sería pertinente establecer un plazo, prorrogable, porque muchas veces estas 
transitoriedades se vuelven muy definitivas y congelan el desarrollo, lo que no es bueno. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quizás podríamos poner que la reglamentación deberá definir. 


SEÑOR VILLARMARZO.- Hay Intendencias que cuestionan que el Poder Ejecutivo reglamente esto. 


SEÑOR MOREIRA.- En las normas vigentes hay procesos de audiencia pública que tienen 
determinadas características y en los que se reciben observaciones. Ahora bien, esto es diferente 
porque se trata de una puesta de manifiesto. Pregunto, entonces, si existe alguna norma vigente -por 
ejemplo, en materia de medio ambiente- que contenga una disposición similar a ésta. 


SEÑOR VILLARMARZO.- Hay dos temas a considerar. El primero refiere a la generación de dos 
instancias de participación que son de tradición en los planes de ordenamiento de todo el mundo: la 
puesta de manifiesto y la audiencia pública. Por ejemplo, en la Ley de Evaluación de Impacto 
Ambiental las dos instancias son simultáneas, es decir que se pone de manifiesto, se publica en la 
página web y en el Diario Oficial y una copia del expediente queda a disposición en la DINAMA para 
quienes quieran verlo. Luego se realiza una audiencia pública a la que concurren las autoridades, se 
expone sobre el proyecto y se escucha a los asistentes que deseen intervenir. La puesta de manifiesto 
implica, pues, que cualquiera puede introducir en el expediente comentarios, observaciones y 
alternativas. 


Aquí, con la puesta de manifiesto se genera una instancia más temprana -esto es, cuando se 
está elaborando el plan- y no tan próxima a la audiencia pública. Incluso, la puesta de manifiesto es 
obligatoria en todos los planes, mientras que la audiencia pública sólo es obligatoria en los planes 
locales y, tal como me acota el señor Senador Moreira, también en los instrumentos especiales. 
Entonces, si el Intendente quiere, puede hacer audiencia pública de un plan departamental. O sea que 
es obligatoria la audiencia pública cuando la escala del plan es pequeña; por ende, no tendría sentido 
que el Poder Ejecutivo estuviera obligado a hacer audiencia pública para una directriz nacional, aunque 
sí estaría obligado a realizar una puesta de manifiesto para oír opiniones. La intención es, pues, que 
sean instancias distintas, cada una con su especialización. 


El otro tema es el relativo a la suspensión cautelar. La suspensión cautelar de la actuación de 
los particulares en el territorio es toda una tradición en nuestro país. Las primeras veces que se aplicó 
la suspensión cautelar se generó mucha conmoción, pero actualmente se toma con total normalidad. El 
caso más reciente que conozco es el de Fray Bentos -que aclaro fue tomado muy bien- en donde se 
adoptaron una serie de medidas cautelares cuando se inició allí la elaboración del plan territorial. El 
equipo técnico que estaba trabajando hizo una serie de propuestas sobre medidas cautelares porque 
se avecinaba una serie de transformaciones en el territorio, algunas de las cuales -no todas- fueron 
remitidas a la Junta por el Intendente. Lo cierto es que finalmente se terminó enviando un proyecto de 
decreto con medidas cautelares que funcionaron muy bien. 


SEÑOR MOREIRA.- En el momento en que fui Intendente también lo hice. 


SEÑOR VILLARMARZO.- Cuando en Montevideo se aplicó la norma cautelar referida a que la altura 
máxima en toda la ciudad debía ser de nueve metros, se generó mucha conmoción. Para poder 
construir con una altura mayor y mientras se elaboraba el plan, se debía pedir autorización a una 
comisión especial, situación que duró más de un año. Actualmente existe una medida cautelar de ese 
estilo en Carrasco. Reitero que en aquel momento se generó mucha conmoción, porque no fue un 
período de inactividad inmobiliaria -todo lo contrario- y bajar la altura de construcción en toda la ciudad 
a nueve metros resultó una medida bastante cuestionada, aunque no se entablaron acciones jurídicas. 
El Banco Hipotecario llegó a un acuerdo con la Intendencia y se formó una Comisión Mixta con 
técnicos de uno y otra para poder tramitar proyectos de vivienda del Banco en Montevideo que se 
encontraran en esa situación. La rentabilidad se daba en los edificios de cierta altura, sobre todo en los 
de Categoría ll, destinados a sectores medios. Esos proyectos eran evaluados por la Comisión Mixta, 
de modo de poder obtener permiso aun estando vigente esa suspensión cautelar. Creo que es 
absolutamente de recibo tener esta facultad. 


En algunos proyectos anteriores se acotaba el plazo, pero en este apostamos a la 
responsabilidad de los Intendentes, ya que no hay mérito para pensar que vayan a utilizar mal este 
instrumento, entre otras cosas porque inclusive hoy lo pueden usar y nadie lo ha hecho mal. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Con las explicaciones dadas, propondría confirmar la votación. 


SEÑOR MOREIRA.- Estoy de acuerdo con esto, porque cuando hay planes no se puede estar 
autorizando fraccionamientos que los contradigan. Si uno quiere hacer determinados desarrollos 
urbanos, no puede luego fraccionar en 300 metros. El fundamento de la medida me parece que está 
bien y, además, tiene antecedentes en ausencia de la norma o sin su vigencia. Simplemente deseo 
señalar que, a veces, esas suspensiones se prolongan en el tiempo y devienen casi definitivas. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si no se hace uso de la palabra, se va a confirmar la votación que ya tenía la 
disposición. 


(Se vota:) 
4 en 4. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Pasamos ahora al artículo 29, que fuera aplazado, relativo al seguimiento durante la vigencia. 
Aquí, una de las objeciones era el tema del monitoreo ciudadano, o por lo menos estuvo planteado en 
alguna oportunidad. 


SEÑOR VILLARMARZO.- En la discusión de este artículo -que fue bastante extensa- se hicieron 
varias sugerencias de modificación de texto, y finalmente tomé una que creo que igual va a ser 
discutida por algunos de los señores Senadores. La redacción final que se manejó en esa sesión fue 
que los instrumentos “deberán prever mecanismos de monitoreo y evaluación y para el control 
ciudadano, durante el período de vigencia”. Ese fue el texto que finalmente se propuso en la Comisión 
al momento de postergarse esta disposición. La discusión versaba, justamente, sobre lo que el señor 
Senador Moreira planteaba en cuanto al tema del control ciudadano; él decía que tendría que haber 
suficiente información disponible para conocimiento de las personas, y que con eso alcanzaba. 
Simplemente quiero refrescar la discusión. 


Creemos que en los planes debe haber mecanismos de seguimiento y control ciudadano; es 
decir, mecanismos para que a través de las organizaciones representativas, como ser Comisiones de 
Seguimiento a nivel local o de la Junta Departamental, se vea cómo incide en la realidad el plan que se 
aprobó, y no que ocho años después venga un proyecto de decreto modificando el plan, sin que nadie 
sepa por qué se quiere cambiar. Esa es la intención y por eso se utilizó el término “ciudadano”. 
Debemos aclarar que el control ciudadano se llevaría a cabo siguiendo los mecanismos de la 
democracia representativa, pues no se pretende otra cosa con esta redacción. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se habla de una Comisión de Seguimiento. 


SEÑOR VILLARMARZO.- Ese sería uno de los mecanismos. No se quiere plantear ningún mecanismo 
específico; son los planes los que deben prever cómo se realizará el seguimiento. 


SEÑOR PASTORINI.- Muchas veces en proyectos de importancia que se implementan en distintas 
zonas, la propia autorización ambiental previa establece la instalación de una Comisión de Seguimiento 
local, que puede estar integrada por vecinos o fuerzas sociales. Ese sería un mecanismo de 
seguimiento del emprendimiento durante la etapa de funcionamiento. Hay varios ejemplos en distintos 
lugares del país que la DINAMA viene utilizando. Ese mecanismo no es obligatorio pero a veces, por la 
envergadura de los emprendimientos, es una forma de dar participación y mayores garantías a los 
ciudadanos. 


SEÑOR MOREIRA.- Me parece bien que esos procedimientos y ese control ciudadano se lleve a cabo 
en proyectos de alto impacto ambiental. Sin embargo, en otros casos el monitoreo ciudadano no va a 
existir, pero aquí aparece como un poco declarativo. Por tanto, establecer para todos los casos ese 
monitoreo -que no sé cómo se va a poner en práctica- no me parece lo más adecuado. Creo que es 
muy discursivo, pero poco práctico. 


Por otra parte, me llama la atención que en el artículo se diga: “con independencia de sus 
determinaciones para la revisión total o parcial”. La revisión total o parcial de los instrumentos deriva 


del ordenamiento jurídico, es decir, cómo se revisa una ley o un decreto de la Junta Departamental o 
cómo se derogan o modifican. El instrumento no puede contener disposiciones que alteren el 
ordenamiento jurídico. Acá volvemos a lo mismo de antes: establecemos una forma de sanción y 
elaboración diferente -que a nuestro juicio puede estar en colisión con la norma constitucional- y una 
norma de revisión distinta a la que establece la Constitución. Parece referirse al mismo principio, como 
si los instrumentos pudieran modificar la forma normal de revisar las normas jurídicas. ¿Para qué poner 
eso? Va de suyo que de acuerdo con la jerarquía de las normas y la forma que prevea la Constitución 
para su elaboración, sanción o revisión, va a tener que seguirse el procedimiento. No le veo sentido 
decir que el instrumento debe tener una determinación para la revisión total o parcial. 


SEÑOR VILLARMARZO.- Acá hay dos temas que creo que en la última redacción que figura en la 
versión taquigráfica quedan más claros que en la redacción original. Por un lado, tenemos el monitoreo 
y evaluación que tiene que hacer el Poder Ejecutivo -hoy en día es de buena técnica en el 
ordenamiento territorial montar mecanismos de monitoreo y seguimiento de la situación- y, por otro 
lado, está el tema del control social o ciudadano. En el caso de Montevideo, el mecanismo que se 
instrumentó es la Comisión Consultiva del Plan de Ordenamiento, que se reúne una vez al año. Para 
ello, la Intendencia brinda documentación sobre el monitoreo que viene realizando y sobre las acciones 
que se siguieron para implementar el plan. 


El plan no tiene que ver sólo con normas jurídicas para que actúen las personas, sino que 
además tiene objetivos a realizar que mandatan a la Intendencia a hacer cosas; quiere decir que no 
sólo regulan las conductas. Por ejemplo, cuando se plantea que hay que hacer un parque lineal a lo 
largo del Miguelete, la Intendencia debe hacerlo, y el monitoreo es ver, una vez al año, en qué está el 
parque. También podemos citar el sistema de transporte público, donde hay que ver en qué están las 
terminales multimodales de intercambio. En estos casos se rinde cuentas a la Comisión Consultiva, 
integrada por organizaciones de la sociedad civil, ONG, gremios universitarios, Universidades, y se 
aclara qué se hizo; se informa, por ejemplo, que se construyó una de las terminales. Luego, a los dos 
años se hace otra. Este es el mecanismo que se instrumentó en Montevideo. Aquí no se establece 
ningún mecanismo específico. 


Nosotros estamos discutiendo ahora en la Comisión Técnica Asesora de Ordenamiento 
Territorial (COTAOT) la directriz nacional para el espacio costero y estamos previendo un mecanismo 
de seguimiento que es distinto a ese, con foros de costas, por tramos de la costa, en el que las 
organizaciones de la sociedad civil, las Comisiones de Fomento y los empresarios de la zona puedan 
hacer un seguimiento de cómo está operando ese plan para la zona costera. Así se aplica este espíritu 
en cuanto a generar mecanismos de seguimiento de lo que está pasando. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Dado que creo que no hay un corsé acerca del tipo de organismo, pues eso 
es parte de la naturaleza del emprendimiento que se realice, pienso que deberíamos pasar a votar. 
Entiendo las argumentaciones del Senador Moreira, que son esencialmente de escepticismo sobre el 
funcionamiento e implementación. 


SEÑOR MOREIRA.- No las califique. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Me pareció entender que la duda era acerca de la efectividad, es decir si se 
podrían implementar. 


SEÑOR MOREIRA.- Entiendo que es algo declarativo, discursivo. Soy escéptico ante lo discursivo. De 
todas maneras, pienso que la expresión: “con independencia de sus determinaciones para la revisión 
total o parcial” debería eliminarse. 


SEÑOR BRECCIA.- Acompaño la sugerencia del Senador Moreira, ya que no perdemos 
absolutamente nada suprimiendo esa parte de la oración. En definitiva, cada instrumento va a prever la 
forma de revisarlo; si es un instrumento legal, obviamente se realizará por otra ley de la misma 
categoría, y si es algún tipo de plan que no esté instrumentado legalmente, el organismo que lo dictó 
tendrá la facultad de revisarlo total o parcialmente. Es decir que no nos agrega ni quita nada suprimir 
esa parte del párrafo y, además, da más claridad a la norma. La sustancia de la norma, de acuerdo con 


lo que acaba de expresar el arquitecto Villarmarzo, es el monitoreo ciudadano. Pero la expresión “con 
independencia de sus determinaciones para la revisión total o parcial” no agrega nada. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar el artículo 29, con la modificación planteada en cuanto a 
eliminar la expresión: “con independencia de sus determinaciones para la revisión total o parcial”. 


(Se vota:) 
5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


El artículo 30, “Revisión de los Instrumentos de Ordenamiento Territorial”, también estaba 
aplazado. 


SEÑOR MOREIRA.- En este caso, si hay que seguir el mismo procedimiento, tenemos la misma 
objeción. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Continúa aplazado. 
En consideración el Título IV, que refiere a la planificación para el desarrollo sostenible. 


SEÑOR BRECCIA.- Ahora me estoy dando cuenta de que lo que dije hace un rato no era 
absolutamente cierto, ya que tengo algunas anotaciones hechas aquí. Una de ellas refiere, nada más 
ni nada menos -simplemente estoy haciendo un planteamiento al Ministerio- a que me da la impresión 
de que todo el Título IV debió ser el l!l y viceversa. En realidad, la sistemática de la ley es establecer 
primero la planificación para el desarrollo y después, en el Título IV, su instrumentación. Quiero dejar 
constancia en la versión taquigráfica de que se trata, simplemente, de una sugerencia para que, en 
todo caso, después se considere. 


SEÑORA PRESIDENTA.- El artículo 31 ya ha sido aprobado con modificaciones y para el 32 se votó 
un sustitutivo. 


En consideración el artículo 33, “Suelo Categoría Urbana”. 


SEÑOR VILLARMARZO.- La única información de que dispongo es que el artículo 33 quedó 
postergado a los efectos de hacer las consultas planteadas por el señor Senador Moreira. 


SEÑOR MOREIRA.- (No se escucha la primera parte de la exposición del señor Senador) 


... ¿Qué diferencia de tratamiento reciben? ¿Qué efectos jurídicos tiene el hecho de que sea suelo 
urbano consolidado o no consolidado? 


SEÑOR VILLARMARZO.- Eso va a depender, obviamente, de lo que determinen los planes, pero en 
general existen algunos efectos con respecto a las obligaciones y derechos de los propietarios del 
suelo. Se supone que, de acuerdo con el plan -o sea, a juicio del gobierno departamental- el suelo 
urbano no consolidado es un suelo que tiene las condiciones para ser suelo urbano con todas sus 
características, pero en el que, tanto el gobierno departamental como los particulares, en forma 
conjunta, tienen que tomar acciones para su consolidación. 


En cuanto al suelo que no quede dentro de esta categoría, se darán casos en los que habrá 
que revertir la condición de “urbano”. Por ejemplo, se está comenzando la elaboración del plan de 
Treinta y Tres, ciudad que tiene áreas inundables que hoy son urbanas. En ese caso, las zonas que no 
sean inundables y que tengan buenas condiciones, por más que hoy no tengan saneamiento, 
pavimento, alumbrado, etcétera, serán suelo urbano no consolidado, en los que la autoridad 
departamental tendrá como objetivo tratar de consolidarlas. A su vez, las zonas actualmente inundables 


quedarán fuera de la categoría de suelo urbano -en otra categoría; tal vez como suelo suburbano a 
revertir, o como suelo rural de protección- lo que implica que allí no se van a tomar acciones y, por 
ejemplo, se le va a decir a OSE que no haga saneamiento en ese lugar. Esta es una distinción muy 
importante a efectos de la actuación del Gobierno y de los particulares ya que, de ese modo, el 
inversor sabe dónde está invirtiendo. 


SEÑOR LIGRONE.- Para complementar lo que señalaba el arquitecto Villarmarzo, quiero decir que en 
todo el país hay muchísimo suelo que, por un acto de fraccionamiento, empieza a ser 
“protourbanizado”, apareciendo tres o cuatro casas sueltas, sin ninguna viabilidad económica, 
urbanística, etcétera. En esos casos, el plan va a poder determinar que efectivamente se consolide la 
situación y se tienda a completar las obras de infraestructura -escuelas, equipamiento público y otros 
servicios- o concluirá que dicha zona no está consolidada y que, en base a las opciones del plan y a la 
economía en general, se revierte el estatuto y pasa a ser área rural, suburbana, o urbana de muy baja 
densidad y aplicación. 


En definitiva, lo que intenta esta categorización es distinguir una situación que en otros 
países no se da, ya que internacionalmente se urbaniza por partes formalmente completas, es decir, se 
amplía la ciudad en una, dos o cien hectáreas y se hace todo: el saneamiento, el abastecimiento de 
agua potable, la electricidad, el equipamiento público, los arbolados, las construcciones, etcétera. 
Uruguay, por todos lados está lleno de retazos, de principios de urbanización, y el hecho de calificarlos 
de “no consolidados” habilita al plan y al Legislador departamental a decidir que se tienda, bien a la 
consolidación o, por el contrario, al congelamiento, en un plazo de uno o dos años o hasta tanto la 
ciudad amerite rellenar y consolidar ese espacio. Ese es el objetivo y la filosofía de distinguir estos dos 
tipos de categoría de suelo urbano. 


SEÑOR MOREIRA.- Más adelante, en el proyecto de ley hay normas que establecen determinadas 
obligaciones, por ejemplo, para fraccionadores y emprendedores, a efectos de urbanizar y poner todas 
las infraestructuras. De modo que, si quieren fraccionar, los emprendedores tienen la obligación de 
construir la infraestructura completa, porque lo establece la propia ley. Me pregunto si eso congelaría, 
por ejemplo, la posibilidad de que un emprendedor quiera hacer la infraestructura y fraccionar un 
predio, a pesar de que allí sólo exista una casita perdida en un suelo no consolidado. 


SEÑOR LIGRONE.- La idea no es esa, sino que el plan, con el soporte de una ley que establezca la 
categoría, pueda ejercer su fuerza planificadora en un sector en el que se quiera evitar el pasaje o la 
consolidación final. 


No se trata de impedir que un área se consolide si hay voluntad del plan en tal sentido, 
porque es factible y necesario, sino justamente de lo contrario. La idea es que, al no estar consolidada, 
el plan pueda decir: “No voy a seguir consolidando esta zona porque es carísima”. 


Además del ejemplo que el otro día veíamos de Treinta y Tres, el plan de Rivera establece 
que a partir de determinado momento, aguas arriba del arroyo Cuñapirú, no se seguirán aprobando 
más fraccionamientos ni construcciones porque la capacidad de ese arroyo no da para más, ya que 
según la Consultora en temas hidráulicos y de contaminación, no se admite un solo pozo negro más en 
esas zonas, sobre todo en las no consolidadas. Cabe preguntarse qué pasa con los fraccionamientos 
que ya están en el papel, de los que algunos compraron una o dos casitas. Si el Plan no tuviera una 
categorización de consolidado por un lado y de no consolidado por otro, se encontraría en graves 
dificultades para decir que eso es urbano en el papel y no en la realidad; no se podría revertir la 
situación, porque se da todo por urbano, por homogéneo, con un mismo potencial para seguir 
urbanizando en cualquier punto de esa área, que a veces puede ser muy amplia. Es el caso de la 
ciudad de Minas -si bien ahora se revirtió- que tenía un área suburbana alrededor que se podía 
fraccionar y su superficie equivalía a cinco veces la de la zona urbana. 


Actualmente, en los planes, lo heredado es mucho más importante en las ciudades del 
interior que las nuevas iniciativas incluidas en el propio proyecto de ley, que están condicionadas a 
todos los servicios, entre otras cosas. Sin embargo, con el territorio heredado, el problema casi siempre 
se plantea en la planificación. Hay casos paradigmáticos como el de la costa de Rocha -que ya 
mencionamos en otro momento- donde existen fraccionamientos dibujados en la arena. 


Concretamente, esa es la intención. 


SEÑOR MOREIRA.- A mi juicio, la redacción no es tan clara. Puedo entender lo relativo a las zonas 
degradadas o en desuso, como mencionaba el arquitecto Villarmarzo respecto a las áreas inundables 
en donde no se puede fraccionar porque hay normas que así lo prevén, pero no necesitamos una 
nueva norma para impedir que ello se realice. Sin embargo, en el proyecto de ley se habla de “suelo 
categoría urbana no consolidado, cuando se trate de áreas en las que, existiendo como mínimo redes 
de agua potable, vialidad y energía eléctrica, la ocupación de las parcelas por edificación alcance la 
calidad y proporción adecuada a las necesidades de los usos”; debería decirse “no alcance”, porque 
de lo contrario no se entiende el sentido; si “alcanza”, está todo correcto. 


SEÑOR VILLARMARZO.- Está bien, es “no alcance”. 
SEÑORA PRESIDENTA.- ¿Estamos en condiciones de votarlo? 
SEÑOR MOREIRA.- Votemos, señora Presidenta. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Antes de levantar la sesión tendríamos que fijar el régimen de trabajo para 
las próximas sesiones de la Comisión. Propongo que nos reunamos el próximo miércoles a la hora 10, 
pues no me animo a fijar una sesión extraordinaria de la Comisión porque, tal como está la agenda 
parlamentaria, ello es muy difícil y temo que se puedan plantear dificultades. Sé que en el día de hoy, 
por ejemplo, se tuvo que suspender la sesión de la Comisión de Medio Ambiente. Consulto a los 
señores Senadores Moreira y Lapaz -integrantes de la misma- sobre la posibilidad de que a esa 
Comisión se le fije un horario diferente al habitual, a efectos de que la Comisión de Vivienda y 
Ordenamiento Territorial pueda tener una extensión horaria tal que nos permita, por ejemplo de 10 a 14 
horas, evacuar el resto de las dudas. 


SEÑOR LAPAZ.- No tenemos inconveniente alguno en proceder de esa forma, en la medida en que la 
Comisión de Medio Ambiente se reúna y no se superponga con la de Vivienda y Ordenamiento 
Territorial. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Presidencia se compromete a hablar con el señor Senador Saravia. 


SEÑOR BRECCIA.- Recuerdo a los señores Senadores que los miércoles a la hora 10 también se 
reúne la Comisión Especial para el Estudio del Funcionamiento de los Partidos Políticos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Entonces, nos podríamos reunir el próximo miércoles de 11 a 15 horas. 
(Apoyados) 
Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 13 y 47 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


